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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 362 del Código de Comercio y 2395 del Código Civil Federal.
· Mediante la cual propone que el juez conozca del procedimiento de carácter mercantil de cobro judicial de un pagaré, incluyendo los casos de rebeldía procesal, deberá de oficio, analizar la legalidad de la tasa de los intereses pactados y en caso de advertir que ésta es notoriamente excesiva la pueda reducir prudencialmente.

Planteada por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 8 de Junio de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTICULOS  174 DE LA LEY GENERAL DE TITULOS Y OPERACIONES DE CREDITO,  362 DEL CODIGO DE COMERCIO Y 2395 DEL CODIGO CIVIL FEDERAL, QUE PRESENTA EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN; PARA PONER A CONSIDERACION DE ESTA SOBERANIA EL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE LA LEGISLATURA CONTEMPLADA EN LOS ARTICULOS 71 FRACCION III DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 67 FRACCION II DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA INICIAR ANTE EL CONGRESO DE LA UNION LAS LEYES Y DECRETOS DE SU COMPETENCIA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
P r e s e n t e.- 

El que suscribe Diputado Shamir Fernández Hernández, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como el artículo 21 fracción V, y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTICULOS  174 DE LA LEY GENERAL DE TITULOS Y OPERACIONES DE CREDITO,  362 DEL CODIGO DE COMERCIO Y 2395 DEL CODIGO CIVIL FEDERAL PARA PONER A CONSIDERACION DE ESTA SOBERANIA EL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE LA LEGISLATURA CONTEMPLADA EN LOS ARTICULOS 71 FRACCION III DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 67 FRACCION II DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA INICIAR ANTE EL CONGRESO DE LA UNION LAS LEYES Y DECRETOS DE SU COMPETENCIA, DE ACUERDO CON LA SIGUIENTE:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Planteamiento del Problema 

En los Ordenamientos Civiles y Mercantiles del fuero federal se regulan las relaciones comerciales como es el préstamo de dinero, permitiendo a las partes contratantes la fijación de un interés convencional y a falta de éste, en el menor de los casos, se contempla la aplicación del interés legal. Por intereses ordinarios se entienden los que se causan a partir de la celebración del acto y hasta la fecha que se señale para el vencimiento del plazo para el pago; y por intereses moratorios, los que se generan a partir del día siguiente a la fecha señalada para el pago de la obligación monetaria y hasta aquella en que se pague totalmente el adeudo.
El tema del pago de  intereses en los actos de comercio ha sido objeto de frecuentes discusiones en la sociedad, en busca de mayor justicia en la solución de las controversias surgidas por el cobro excesivo de intereses, toda vez que existen numerosos casos en todo el territorio nacional en donde se abusa de la necesidad del deudor, incurriéndose en actos de usura, fijándose en los títulos de crédito denominados pagaré o en contratos de muto, tasas de interés desproporcionadas y al momento de ser llevados para su cobro ante órgano jurisdiccional, al emitirse una sentencia definitiva y su posterior cuantificación monetaria, lo demandados se encuentran frente a una deuda que resultará imposible liquidar, teniendo que poner en riesgo su patrimonio para poder cubrir el monto reclamado. 

En el Código de Comercio relativo a los préstamos mercantiles el artículo 362 dispone que los deudores que demoren el pago de sus deudas deberán satisfacer, desde el día siguiente al del vencimiento, el interés pactado para este caso, o en su defecto el seis por ciento anual. Resulta evidente que en dicha disposición el interés convencional carece de límite o tope máximo, omisión que propicia que la tasa no se acuerde, sino se imponga al deudor generalmente en una franca situación de plena desventaja ante el ánimo de lucro de la parte acreedora. Disposiciones con la misma similitud se encuentran en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y en el Código Civil Federal.  

El cobro excesivo de intereses en los préstamos de dinero, debido a la gravedad de los abusos que se cometen, es una situación que debe ser analizada bajo la luz de las garantías individuales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales suscrito por nuestro país.
Argumentos que sustentan la iniciativa:
En el mes de junio de 2011, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación, diversas reformas realizadas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos.  Este decreto modificó, entre otros, el artículo 1 constitucional párrafos segundo y tercero, mediante la incorporación del principio “pro persona”. Este principio fue incorporado en el párrafo segundo de dicho artículo, el cual establece que “Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.” 

Asimismo, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio “pro persona”, lo anterior de conformidad de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
De los anteriores mandatos constitucionales se desprende dicho principio “pro persona”, el cual tiene como fin acudir a la norma más protectora y, en su caso, preferir la interpretación de mayor alcance de ésta al reconocer y garantizar el ejercicio de un derecho fundamental.  Este principio que tiene esencialmente su origen en el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria.

Asimismo, ha adquirido una amplia aceptación por el hecho de que el umbral fundamental en materia de derechos humanos es "la maximización y optimización del sistema de derechos y el reforzamiento de sus garantías", además de que "coincide con el rasgo fundamental del derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre".

Ahora bien, el precepto 21 apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, prevé la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, como fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. Lo anterior se corrobora del contenido de ese numeral normativo, el cual señala:
Convención Americana sobre los Derechos Humanos
Artículo 21.  Derecho a la Propiedad Privada
1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de los bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.

 

2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.’

 

3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre deben ser prohibidas por la ley.

El numeral 3 del dispositivo legal invocado, define a la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre e impone el deber de que la ley prohíba tal conducta. La usura se configura por la existencia de un interés excesivo en un préstamo; entre tanto la explotación del hombre consiste en que un ser humano o persona jurídica utilice en provecho propio y de modo abusivo la propiedad de otro ser humano o persona.
Respecto al cobro excesivo de intereses y la observancia del principio “pro persona”, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el día diecinueve de febrero de dos mil catorce, en la jurisprudencia 47/2014 (10ª), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 402, al resolver la contradicción de tesis 350/2013, consideró que para el caso de que el interés pactado en documento de crédito de los denominados como pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente excesivo y usuario, acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias del expediente, debe de oficio inhibir tal cláusula apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre la tasa de intereses que no resulte excesiva. Asimismo, enunció los parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter excesivo de los intereses.

PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.

El párrafo segundo del citado precepto permite una interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al prever que en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se pactarán por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal; pues ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de acordar intereses no es ilimitada, sino que tiene como límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. Así, el juzgador que resuelve la litis sobre el reclamo de intereses pactados en un pagaré, para determinar la condena conducente (en su caso), debe aplicar de oficio el referido artículo 174, acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y los elementos de convicción con que se cuente en cada caso, para que dicho numeral no pueda servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses usurarios, por lo que si el juzgador adquiere convicción de oficio de que el pacto de intereses es notoriamente usurario acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias de actuaciones, entonces debe proceder, también de oficio, a inhibir esa condición usuraria apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente para que no resulte excesiva, mediante la apreciación razonada, fundada y motivada, y con base en las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la vista al momento de resolver. Ahora bien, cabe destacar que constituyen parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter notoriamente excesivo de una tasa de interés -si de las constancias de actuaciones se aprecian los elementos de convicción respectivos- los siguientes: a) el tipo de relación existente entre las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) el monto del crédito; e) el plazo del crédito; f) la existencia de garantías para el pago del crédito; g) las tasas de interés de las instituciones bancarias para operaciones similares a las que se analizan, cuya apreciación únicamente constituye un parámetro de referencia; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que generen convicción en el juzgador. Lo anterior, sobre la base de que tales circunstancias puede apreciarlas el juzgador (solamente si de las constancias de actuaciones obra válidamente prueba de ellos) para aumentar o disminuir lo estricto de la calificación de una tasa como notoriamente excesiva; análisis que, además, debe complementarse con la evaluación del elemento subjetivo a partir de la apreciación sobre la existencia o no, de alguna situación de vulnerabilidad o desventaja del deudor en relación con el acreedor.

Asimismo y de acuerdo con la jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y la ya mencionada, los órganos jurisdiccionales, tienen en todo momento la obligación de analizar en forma oficiosa que no se incurra en usura de los intereses pactados y de ajustar el contenido del artículo 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito a una interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos ratificada por nuestra país en 1981; al ser obligatoria la aplicación de esos criterios de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo que a la letra establece:
 

Artículo 217. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el pleno, y además para los Plenos de Circuito, los tribunales colegiados y unitarios de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

La jurisprudencia que establezcan los Plenos de Circuito es obligatoria para los tribunales colegiados y unitarios de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judiciales del orden común de las entidades federativas y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales que se ubiquen dentro del circuito correspondiente.
La jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de los Plenos de Circuito y de los demás tribunales colegiados de circuito.

La jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.

PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)].

Una nueva reflexión sobre el tema del interés usurario en la suscripción de un pagaré, conduce a esta Sala a apartarse de los criterios sostenidos en las tesis 1a./J. 132/2012 (10a.), así como 1a. CCLXIV/2012 (10a.), en virtud de que en su elaboración se equiparó el interés usurario con el interés lesivo, lo que provocó que se estimara que los requisitos procesales y sustantivos que rigen para hacer valer la lesión como vicio del consentimiento, se aplicaran también para que pudiera operar la norma constitucional consistente en que la ley debe prohibir la usura como forma de explotación del hombre por el hombre; cuando esta última se encuentra inmersa en la gama de derechos humanos respecto de los cuales el artículo 1o. constitucional ordena que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar. Así, resulta que el artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, prevé la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, como fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo; pero además, dispone que la ley debe prohibir la usura. Por lo anterior, esta Primera Sala estima que el artículo 174, párrafo segundo, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, que prevé que en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se pactaran por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal, permite una interpretación conforme con la Constitución General y, por ende, ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de acordar intereses tiene como límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado de un préstamo; destacando que la adecuación constitucional del precepto legal indicado, no sólo permite que los gobernados conserven la facultad de fijar los réditos e intereses que no sean usurarios al suscribir pagarés, sino que además, confiere al juzgador la facultad para que, al ocuparse de analizar la litis sobre el reclamo de intereses pactados en un pagaré y al determinar la condena conducente (en su caso), aplique de oficio el artículo 174 indicado acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción con que se cuente en cada caso, a fin de que el citado artículo no pueda servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses mediante la cual una parte obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de su contrario un interés excesivo derivado de un préstamo. Así, para el caso de que el interés pactado en el pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente excesivo y usurario acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias de actuaciones, aquél debe proceder de oficio a inhibir esa condición usuraria apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente que no resulte excesiva, mediante la apreciación de oficio y de forma razonada y motivada de las mismas circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la vista el juzgador al momento de resolver.

De acuerdo con los criterios jurisprudenciales emitidos por  Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el cobro de intereses excesivos ha sido definido como de análisis oficioso, ya que  al resolver la contradicción de tesis 350/2013 determinó que en los procesos jurisdiccionales el análisis del interés usurario no se halla limitado a la demostración de los requisitos procesales y sustantivos que rigen para hacer valer la lesión como vicio del consentimiento y estableció directrices para determinar el alcance en la protección de los derechos humanos en relación con el tema de la usura como una forma de explotación "del hombre por el hombre", lo anterior en cuanto a lo dispuesto en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos conocida también como “Pacto de San José de Costa Rica”, determinando el Alto Tribunal que la usura en términos del instrumento convencional, consiste en que una persona obtenga provecho de otro y de modo abusivo sobre la propiedad de otro, un interés excesivo derivado de un préstamo.

Como parte de los actos de comercio, son los intereses pactados los que pueden producir una práctica de usura, pues cuando son excesivos, conforme a la definición antes proporcionada, producen un abuso en la propiedad del otro.  Para establecer sobre el exceso o usura en el pacto de intereses, de conformidad en los criterios jurisprudenciales citados, debe corresponder en todo momento al juzgador de oficio, realizar la apreciación de las constancias de las actuaciones del expediente, es decir, el juzgador debe apreciar si el pacto de intereses revela que una de las partes está obteniendo en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado del préstamo.

 

Para realizar tal labor, deberá advertirse en los elementos de convicción:

 

a) El tipo de relación existente entre las partes.

b) Calidad de los sujetos que intervienen y si la actividad del acreedor está regulada.

c) Destino o finalidad del crédito.

d) Monto del crédito.

e) Plazo del crédito.

f) Existencia de garantías para el pago del crédito.

g) Tasas de interés de las instituciones bancarias para operaciones similares (parámetro de referencia).

h) La variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo.

i) Las condiciones del mercado.

j) Otras cuestiones que generen convicción en el juzgador.

 

En atención a lo anterior, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estimó que como la Convención Americana sobre Derechos Humanos prevé la usura como una forma de "explotación del hombre por el hombre", según lo dispone su artículo 21, numeral 3 previamente mencionado entonces,  consideramos procedente la presentación de la presente iniciativa a efecto que en las disposiciones de los ordenamientos legales relativas al pacto de intereses derivados de una actividad comercial, se establezca que los órganos jurisdiccionales tendrán la facultad, para realizar un análisis oficioso y  si es el caso, en que  exista una notoria desproporción en el pacto de los intereses, que supera las tasas de interés anualizadas que pactan las instituciones de crédito, se limite e inhiba la condición usuraria de los pactos entre particulares, deba apartarse de los estipulados y fijar la condena sobre una tasa reducida prudencialmente.
De igual manera es necesario señalar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido el Control de Convencionalidad ex officio debe aplicarse en cualquier caso en que la autoridad jurisdiccional advierta que hubo violación a los derechos fundamentales reconocidos por los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano haya intervenido, por lo que no se requiere de planteamiento expreso por parte del demandado e  incluso en plena garantía y protección de esos derechos bajo los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, los órganos de control constitucional  han hecho efectivo dicha protección en los casos en que al demandado le haya sido acusada la rebeldía procesal, el juzgador  puede y debe salvaguardar el derecho humano del enjuiciado a no ser víctima de usura, derecho económico previsto en el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo anterior es materia de los siguientes criterios jurisprudenciales:
CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el diverso 133 para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías de control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución), sí están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia. 

PAGARÉ. AUN CUANDO EL JUICIO SE SIGA EN REBELDÍA, EL JUZGADOR TIENE LA OBLIGACIÓN DE PROTEGER Y GARANTIZAR OFICIOSAMENTE EL DERECHO HUMANO DEL ENJUICIADO A NO SUFRIR USURA.

En la jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 402, de título y subtítulo: "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que si el juzgador advierte que la tasa de intereses consignada en un pagaré es notoriamente excesiva, puede reducirla oficiosa y prudencialmente, valorando las circunstancias particulares del caso y las actuaciones que tenga para resolver. Asimismo, enunció los siguientes parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter excesivo del rédito: a) el tipo de relación entre las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) el monto; e) el plazo; f) la existencia de garantías para el pago; g) las tasas bancarias de interés para operaciones similares a las analizadas; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que generen convicción en el juzgador. Ahora bien, la falta de contestación de la demanda no constituye un impedimento jurídico para analizar los referidos parámetros, porque, aunque el juicio se siga en rebeldía, el juzgador tiene la facultad y la obligación de proteger y garantizar oficiosamente el derecho humano del enjuiciado a no sufrir usura, de conformidad con los artículos 1o., párrafo tercero, de la Constitución Federal y 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Además, la falta de contestación de la demanda tampoco es un obstáculo práctico para que el juzgador conozca algunos de los referidos parámetros, pues aquellos que consistan en circunstancias particulares del caso (relación entre las partes; calidad de los sujetos; actividad del acreedor; destino, monto, plazo y garantías del crédito), pueden quedar revelados a través de los datos contenidos en la demanda y sus anexos, mientras que los relativos a indicadores financieros (tasas de interés bancarias y variación del índice inflacionario nacional), pueden constituir hechos notorios que no requieren de planteamientos ni pruebas de las partes, por encontrarse difundidos mediante publicaciones impresas o electrónicas oficiales.

A partir de la entrada en vigor de un tratado internacional de derechos humanos, el Estado adquiere diversos deberes; los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como los organismos autónomos (en los órdenes federal, local y municipal), deben verificar actos de protección y abstenerse de determinadas conductas.
La armonización legislativa es una obligación emanada de la Constitución y de los instrumentos internacionales que significa, de acuerdo con Jorge Ulises Carmona Tinoco, “hacer compatibles las disposiciones federales o estatales con las de los tratados internacionales de derechos humanos que se pretende incorporar o que ya se han incorporado al ordenamiento jurídico interno, con los fines, primero, de evitar conflictos entre normas, y segundo, para dotar de eficacia a los instrumentos internacionales a nivel nacional”
.
De un análisis  integral de la citada norma convencional y de los criterios realizados por el la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resulta  imperativo que los ordenamientos legales en los cuales se contempla el pacto de intereses, como lo son los cuerpos normativos que se pretenden modificar en la presente, Código de Comercio, Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y el Código Civil Federal deben ser reformados a efecto de que se prohíba la usura y de esta forma contribuir a la  armonización legislativa en materia de derechos humanos que resulta indispensable para que el orden jurídico creado por el Congreso Federal y de los Congreso Locales, contemple los derechos que los instrumentos internacionales establecen; toda vez que, como ya ha quedado de manifestó, de acuerdo con el artículo 217 de la ley de Amparo, la jurisprudencia es obligatoria para los jueces en este caso, del orden civil o mercantil según su denominación; sin embargo, para lograr la protección de los derechos  fundamentales y convencionales  en los términos ya expuestos, actualmente es necesario que el demandado lo solicite en forma expresa en el juicio civil o mercantil  en su caso, recurra al amparo y la protección de la justicia federal mediante la interposición de un Juicio de Garantías, con el costo económico al demandado y deudor que supone dicho medio de defensa constitucional, es por ello que los principios fundamentales deben estar plasmados en la legislación secundaria y ser aplicado el Control de Convencionalidad Ex Officio, lo cual motiva la presentación de la presente iniciativa mediante  las siguientes consideraciones:
· Acorde al artículo 1°, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las Autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a respetar, promover, proteger y garantizar, los Derechos Humanos contenidos en la Constitución Federal, así como en los instrumentos internacionales firmados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate (principio “pro persona”), ejerciendo así un Control de Convencionalidad ex officio, para dejar de aplicar las normas generales transgresoras de los derechos humanos contenidos en los ordenamientos legales que se pretenden modificar.

· La Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 21, apartado 3, prohíbe la usura. De esto se obtiene que si bien el código mercantil y la ley especial contempla la posibilidad de cobrar intereses basados en el principio de libre contratación; en atención a lo preceptuado en los artículos 21, apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 1º, de la Constitución Federal, debe reconocerse la protección al deudor frente a los abusos y la eventualidad en el cobro de intereses excesivos, por constituir usura; porque permitir que la voluntad de las partes esté sobre dicha disposición convencional, sería solapar actos que conculquen derechos humanos.

· Los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren e cualquier norma inferior 
· Los artículos 362, del Código de Comercio y 174, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, no establecen límite para el pacto de intereses en un título de crédito en caso de mora, pues la voluntad de las partes rige, en principio, para dicho acuerdo, en correlación con lo dispuesto por el diverso artículo 78, del primer ordenamiento citado
.  

· El Control de Convencionalidad ex officio debe aplicarse en cualquier caso en que la autoridad jurisdiccional advierta que hubo violación a los derechos fundamentales reconocidos por los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano haya intervenido, por lo que no se requiere de planteamiento expreso por parte del demandado y  deberá reducir el interés usurario pactado por las partes, a fin de proteger el derecho humano en comento, lo cual deberá realizar oficiosamente, aún y cuando no sea alegado en juicio, a la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción con que se cuente en cada caso
· Se reconoce la protección al deudor frente a los abusos y la eventualidad en el cobro de intereses excesivos, por constituir usura, y lo expuesto por la Primera Sala del Alto Tribunal del país, los juzgadores, al momento de resolver el controvertido, deben analizar de oficio el documento base y establecer, en su caso, si el interés pactado, tanto ordinario como moratorio, resulta usurario o no y si fuese notoriamente usurario, pueden reducirlo prudencialmente

· El análisis oficioso de la usura es procedente no sólo cuando el demandado omite formular algún planteamiento al respecto en la contestación de demanda sino, inclusive, cuando omite contestarla, los principios son aplicables a los contratos de mutuo simple, regulados por la legislación civil federal que también se propone modificar. 
· El Control de Convencionalidad ejercido por la autoridad competente, deberá reducir el interés usurario pactado por las partes, a fin de proteger el derecho humano en comento, lo cual deberá realizar oficiosamente, aún y cuando no sea alegado en juicio, a la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción con que se cuente en cada caso
De tal modo, se sugiere incorporar en  los artículos  174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito,  362 del Código de Comercio y 2395 del Código Civil Federal los principios señalados con antelación a efecto de que el juzgador que conozca del juicio  relacionada con el reclamo del pago de los intereses pactados, la atribución de reducir ex officio la tasa de interés pactada, si la misma es usuraria, , acorde con las circunstancias particulares y propias del caso concreto controvertido y de los elementos que obren en los autos del juicio.
El principal objetivo de la presente iniciativa obedece al interés primordial de salvaguardar los intereses de la ciudadanía, en este caso en cuanto a su patrimonio corresponde, toda vez que el cargo representativo que nos fuera otorgado,   exige impulsar reformas que salvaguarden los derechos fundamentales principalmente cuando se trata de aquellos plenamente reconocidos por la Constitución Federal, los Tratados Internaciones y en este caso como ha quedado plenamente advertido, por la interpretación de la ley que ha realizado el más Alto Tribunal del país; la reforma constitucional de 2011 en la cual se establece que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia mediante la aplicación del principio pro persona,  trae consigo una gran responsabilidad para todo ente gubernamental; en este caso los poderes legislativos de la federación y de los gobiernos locales, en estricto cumplimiento de nuestra función, nos encontramos en un momento propicio de actualizar los ordenamientos legales que rigen nuestra vida en sociedad creando normas justas con las cuales se eviten abusos al momento de pactar intereses en una relación comercial y evitar la usura y que los órganos de impartición de justicia cuenten con los elementos necesarios para emitir sus resoluciones en plena observancia a las garantías de legalidad y de seguridad jurídica contenidas en la Constitución y en los Tratados Internacionales, pero principalmente en pleno respeto a los derechos humanos.
Fundamento
Por lo anteriormente expuesto y fundado, se propone que esta Soberanía, en uso de las facultades que le son otorgadas para iniciar ante el Congreso de la Unión las Leyes y decretos de su competencia, de conformidad en lo dispuesto en los artículos 71 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 67 fracción II de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, envíe con tal carácter la siguiente propuesta de:

Texto normativo propuesto
PROYECTO DE DECRETO
ARTICULO PRIMERO. - Se adiciona un segundo párrafo al artículo 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, para quedar como sigue: 
Artículo 174. . . .  
. . . 

El juez que conozca del procedimiento de carácter mercantil de cobro judicial de un pagaré incluyendo los casos de rebeldía procesal, deberá de oficio, analizar la legalidad de la tasa de los intereses pactados, en el caso de advertir que ésta es notoriamente excesiva, la reducirá prudencialmente, mediante la valoración en forma razonada y motivada de las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones válidas que tenga a la vista al momento de resolver. 

. . .

ARTICULO SEGUNDO. -  Se adiciona un segundo párrafo al artículo 362 del Código de Comercio para quedar como sigue:  
Artículo 362. . . . 
El juez que conozca del procedimiento de carácter mercantil que se siga conforme a este Código incluyendo los casos de rebeldía procesal, deberá de oficio, analizar la legalidad de la tasa de los intereses pactados, en el caso de advertir que ésta es notoriamente excesiva, la reducirá prudencialmente, mediante la valoración en forma razonada y motivada de las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones válidas que tenga a la vista al momento de resolver. 
. . . 

. . .

ARTICULO TERCERO. -  Se reforma el artículo 2395 del Código Civil Federal para quedar como sigue:  
Artículo 2395.- El interés legal es el nueve por ciento anual. El interés convencional es el que fijen los contratantes, y puede ser mayor o menor que el interés legal; pero cuando el interés sea notoriamente excesivo que haga fundadamente creer que se ha abusado del apuro pecuniario, de la inexperiencia o de la ignorancia del deudor, el juez en forma oficiosa incluyendo los casos de rebeldía procesal, mediante la valoración en forma razonada y motivada de las circunstancias particulares del caso, reducirá en forma prudencial la tasa de interés convencional hasta el tipo legal.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Diario Oficial de la Federación. 
ARTÍCULO SEGUNDO. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día veintiséis de mayo de 2016.
ATENTAMENTE

Por Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido

Revolucionario Institucional

DIP. SHAMIR FERNANDEZ HERNANDEZ
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTICULOS  174 DE LA LEY GENERAL DE TITULOS Y OPERACIONES DE CREDITO,  362 DEL CODIGO DE COMERCIO Y 2395 DEL CODIGO CIVIL FEDERAL.

� “Opinión Separada del juez Rodolfo E. Piza Escalante”, en Corte IDH, Exigibilidad del Derecho de rectificación o Respuesta (arts. 14.1, 1.1 y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva oc-7/86 del 29 de agosto de 1986, serie A, núm. 7, párr. 36.


� Principio definido por Martín Abrego y Christian Courtis, en “La aplicación de los tratados internacionales sobre derechos humanos por los tribunales locales”, Ed. del Puerto, p. 163.


� Adoptada en San José de Costa Rica por la Organización de Estados Americanos (OEA) el 22 de noviembre de 1969, entrando en vigor el 18 de julio de 1978. El Senado mexicano la aprobó el 18 de diciembre de 1980. México se adhirió a ella el 24 de marzo de 1981. Fue publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 7 de mayo de 1981.





� Jorge Ulises Carmona Tinoco, “Retos y propuestas para la armonización estatal en materia de derechos humanos”, en Memorias del Seminario La Armonización de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos en México. México, Secretaría de Relaciones Exteriores, 2005, p. 330.


� Artículo 78.- En las convenciones mercantiles cada uno se obliga en la manera y términos que aparezca que quiso obligarse, sin que la validez del acto comercial dependa de la observancia de formalidades o requisitos determinados
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